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ACCIÓN DE TUTELA/ DECRETO 2591 DE 1991/ REQUISITOS/ INEXISTENCIA VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES /  CONFIRMA 
Tal conclusión se puede extraer incluso de lo dicho por el accionante en su escrito de tutela, quien aseguró que su afiliación a Colpensiones se hizo efectiva en el mes de marzo del año que transcurre, y que la solicitud de inscripción ante el Consorcio Colombia Mayor, que además valga resaltarse no fue presentada formalmente – de ello no hay constancia-, fue realizada en el mes de abril, también de ese año. Así las cosas, es perfectamente válido que para efectos de determinar si el señor Hernando de Jesús cumple o no con los requisitos para ello, la entidad accionada haga uso de la norma vigente, que incluso ya lo estaba para el momento en que fue presentada la petición, esto es el Decreto #387 del 26 de febrero de 2016, de cuyo contenido se desprende que, en efecto, el accionante no cumple con los requisitos para su afiliación al “Subsidio al Aporte para Pensión del Fondo de Solidaridad Pensional”.

(…)

De acuerdo a lo anterior, y aterrizando tales presupuestos al caso bajo estudio conforme a la información documental allí obrante, encuentra la Sala que el señor Hernando de Jesús, además de no contar con la totalidad de semanas de cotización exigidas en la norma, como él mismo lo reconoció, tampoco pertenece a ninguno de los niveles del Sisbén allí contemplados, sino a uno superior, lo cual se refleja en el certificado obrante a folio 15 del encuadernado, y tampoco se encuentra inmerso en alguna de las otras posibilidades de que trata el mentado Decreto. 

(…) 

En conclusión, la decisión de primer nivel se mantendrá incólume, al haberse proferido de conformidad con los parámetros normativos del caso. 
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	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira

	Accionante: 
	Hernando de Jesús Gómez Henao  

	Accionado: 
	Consorcio Colombia Mayor 

	Decisión: 
	Confirma    


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor HERNANDO DE JESÚS GÓMEZ HENAO, accionante dentro del presente asunto, contra la decisión tomada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad el 9 de julio del año que avanza, mediante la cual negó la acción de tutela instaurada por él en contra del CONSORCIO COLOMBIA MAYOR.
ANTECEDENTES:

El señor Hernando de Jesús instauró acción de tutela en contra del Consorcio Colombia Mayor, entidad a la cual acusó de vulnerar sus derechos fundamentales a la seguridad social, salud, dignidad humana, debido proceso y mínimo vital. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud fueron extraídos por el Juzgado de conocimiento así: 
“Refiere el señor Hernando de Jesús Gómez Henao que en 1994 se afilió al Instituto de Seguros Sociales, hoy Colpensiones y posteriormente se trasladó al régimen de ahorro individual con solidaridad afiliándose a Protección S.A.
En diciembre del año inmediatamente anterior, teniendo en cuenta que tiene un empleo informal, pues labora por días en el área de la construcción, y que no cuenta con un ingreso mínimo para pagar su seguridad social, se acercó a las oficinas del Consorcio Colombia Mayor, donde le informaron que para acceder al programa de subsidio para el aporte de pensión, debía realizar el traslado del fondo de pensiones privado a Colpensiones, y que debía acreditar 250 semanas de cotización.
En virtud de lo anterior, realizó el trámite respectivo ante Colpensiones para efectuar dicho traslado, el cual quedó aprobado el 1 de marzo de 2018; teniendo en cuenta lo anterior, el pasado mes de abril se dirigió nuevamente al Consorcio Colombia Mayor, con el fin de solicitar el talonario para realizar los pagos y gozar de los beneficios que ofrece el Programa de Subsidio al Aporte en Pensión, donde le indicaron que no puede afiliarse, toda vez que no cumple con los requisitos de afiliación, pues aquellos fueron modificados por el Decreto 387 de 2018, y ahora debe contar como mínimo con 650 semanas cotizadas.
Refiere el accionante que actualmente cuenta con 578 semanas cotizadas y le están negando la inclusión al Programa de Subsidio al Aporte en Pensión por no alcanzar las 650 semanas, sin tener en cuenta que cumplía con el requisito anterior de las 250 semanas de cotización.
El señor Vela Riaño rindió declaración juramentada ante el Despacho, en la cual ratificó lo dicho en el escrito de tutela, indicando que en el Consorcio Colombia Mayor no le recibieron la documentación allegada en marzo de este año, toda vez que no cumplía con el requisito de las semanas cotizadas, y que lo que pretende es que dicho consorcio le reciba la afiliación toda vez que el año anterior cumplía con los requisitos para acceder al programa.
Durante el trámite de la acción de tutela se ordenó la vinculación del Ministerio del Trabajo, toda vez que podrían resultar afectados sus intereses con la decisión aquí adoptada.”
PRETENSIONES:
Con fundamento en lo anterior, solicitó que se protejan los derechos fundamentales invocados como vulnerados, y como consecuencia de ello, se le ordene al Consorcio Colombia Mayor que de manera inmediata proceda a incluirlo en el programa de subsidio al aporte a pensión PSAP, y le proporcione la libreta de pagos, para así no dejar desprotegidas sus coberturas pensionales por las contingencias de invalidez, vejez y muerte.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación el 25 de junio de 2018 y ordenó la notificación y traslado del libelo petitorio al Consorcio Colombia Mayor y a Colpensiones para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. Más adelante se ordenó la vinculación oficiosa del Ministerio de Trabajo. 
Posteriormente, al realizar un estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 9 de julio de 2018 negar la solicitud de amparo constitucional reclamada, ello por cuanto, a criterio de la Juez de conocimiento, el Consorcio Colombia Mayor actuó conforme a la normatividad vigente que regula el programa de subsidio al aporte de pensión, de la cual se desprende fácilmente que el señor Hernando de Jesús no cumple con la totalidad de los requisitos allí contemplados para resultar favorecido con el mencionado beneficio. Corolario de ello, no existió vulneración alguna a las prerrogativas invocadas. 
FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, y dentro del término legal, el señor Hernando de Jesús Gómez Henao presentó un escrito mediante el cual la impugnó. Como fundamento de su discrepancia, manifestó que la Juez de primer nivel no valoró en la sentencia los argumentos planteados por él y tampoco dio aplicación a la jurisprudencia de la Corte Constitucional con la cual se ha abordado ese tema. 
Resaltó que la protección constitucional que reclama tiene su fundamento en el hecho de que los dineros que percibe como trabajador informal no son suficientes para pagar aportes en pensión, además debe tenerse en cuenta que pertenece al SISBÉN, y que por su avanzada edad, las empresas no lo contratan. 
Así mismo, reiteró que en el mes de diciembre de 2017 el Consorcio Colombia Mayor le indicó que debía trasladarse del RAIS al RPM administrado por Colpensiones, para así hacerse acreedor a las pensiones subsidiadas, gestión que realizó de manera inmediata. Sin embargo, una vez estando allí (afiliado a Colpensiones), se le negó la inscripción, pese a que su traslado se generó antes de que entrara en vigencia el Decreto 387 de 2018.  

Bajo dichos argumentos, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar acceder a las pretensiones planteadas en su escrito inicial.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 
2. Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a esta Corporación determinar si la decisión de primer nivel fue acertada al negar la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor Hernando de Jesús Gómez Henao, o si contrariamente, de conformidad con los argumentos expuestos por él en su escrito de impugnación, hay lugar a revocar dicha sentencia, para en su lugar conceder la protección de sus derechos fundamentales. 

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Caso concreto: 

En el caso que concita la atención de la Colegiatura, se tiene que la solicitud del señor Hernando de Jesús Gómez Henao estaba encaminada a que se le ordenara al Consorcio Colombia Mayor su inclusión en el programa denominado de Subsidio al Aporte a Pensión PSAP que administra esa entidad. Al respecto, se puede afirmar de entrada que la decisión de primer nivel fue acertada al negar la solicitud de amparo por él reclamada, pues del libelo no se desprende ningún tipo de conducta reprochable que se le pueda endilgar a las entidades accionadas, ni mucho menos alguna particular circunstancia que sea válida para pasar por alto los presupuestos normativos que se refieren a las condiciones y características especiales que deben ostentar los potenciales beneficiarios de ese programa que brinda el Estado.   
Tal conclusión se puede extraer incluso de lo dicho por el accionante en su escrito de tutela, quien aseguró que su afiliación a Colpensiones se hizo efectiva en el mes de marzo del año que transcurre, y que la solicitud de inscripción ante el Consorcio Colombia Mayor, que además valga resaltarse no fue presentada formalmente – de ello no hay constancia-, fue realizada en el mes de abril, también de ese año. Así las cosas, es perfectamente válido que para efectos de determinar si el señor Hernando de Jesús cumple o no con los requisitos para ello, la entidad accionada haga uso de la norma vigente, que incluso ya lo estaba para el momento en que fue presentada la petición, esto es el Decreto #387 del 26 de febrero de 2016, de cuyo contenido se desprende que, en efecto, el accionante no cumple con los requisitos para su afiliación al “Subsidio al Aporte para Pensión del Fondo de Solidaridad Pensional”.
Mírese que el artículo 2.2.14.5.8 de la aludida norma señaló expresamente que, a partir de su entrada en vigencia
, se cerrarían las afiliaciones al Subsidio al Aporte para Pensión que adelanta el administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad Pensional, y que sólo en excepcionales casos se podría vincular a las personas que reúnan las siguientes características:
“1. Las personas de 40 o más años pertenecientes a los niveles 1 y 2 del Sisbén de acuerdo con los puntajes que adopte el Ministerio del Trabajo que tengan como mínimo 650 semanas cotizadas al Sistema General de Pensiones.

2. Concejales pertenecientes a los municipios de categorías 4, 5 Y 6 que no tengan otra fuente de ingreso adicional a sus honorarios. El subsidio se concederá solamente por el periodo en el que ostenten la calidad de concejal.
3. Ediles que no perciban ingresos superiores a un Salario Mínimo Mensual Legal Vigente. El subsidio se concederá solamente por el periodo en el que ostenten la calidad de edil.

4. Madres sustitutas, siempre que no sean afiliadas obligatorias al Sistema General de Pensiones.”
De acuerdo a lo anterior, y aterrizando tales presupuestos al caso bajo estudio conforme a la información documental allí obrante, encuentra la Sala que el señor Hernando de Jesús, además de no contar con la totalidad de semanas de cotización exigidas en la norma, como él mismo lo reconoció, tampoco pertenece a ninguno de los niveles del Sisbén allí contemplados, sino a uno superior, lo cual se refleja en el certificado obrante a folio 15 del encuadernado, y tampoco se encuentra inmerso en alguna de las otras posibilidades de que trata el mentado Decreto. 
Debe decirse también que en el Dossier no hay nada que deje entrever que la entidad accionada haya asumido algún compromiso previo con el libelista, a tal punto que haya generado en él una confianza legítima en el sentido de que podía hacerse acreedor al beneficio del subsidio, o que antes de la entrada en vigencia de la norma hubiera elevado una solicitud oficial que permitiera imprimirle al misma el trámite contemplado en la disposición anterior.   

Finalmente, es del caso mencionar que no por el hecho de presentar la solicitud de inscripción en el programa de subsidio, esta deba ser despachada de manera favorable a los intereses del solicitante, porque incluso, según los lineamientos del Decreto 1833 de 2016, no basta con diligenciar el formulario, ni con cumplir el lleno de los requisitos, pues ello “…no implica el reconocimiento- automático del subsidio, el cual estará sujeto, de una parte, a la verificación por la administradora del Fondo de Solidaridad Pensional, de que los potenciales beneficiarios cumplan con los requisitos fijados por la normatividad vigente y durante todo el tiempo en que sean beneficiarios del subsidio, y por la otra, a la disponibilidad de recursos administrados por el fondo.”
En ese orden de ideas, se itera, se puede concluir que las exigencias que se le han hecho al hoy accionante no son caprichosos, sino que por el contrario, se han acogido a los parámetros normativos del caso, de manera que, no se avizora vulneración de los derechos fundamentales invocados por él, lo que denota entonces la improcedencia de la presente acción constitucional, como así lo ha afirmado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada: 

“En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”[22]. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

En conclusión, la decisión de primer nivel se mantendrá incólume, al haberse proferido de conformidad con los parámetros normativos del caso. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el 9 de julio de 2018, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor HERNANDO DE JESÚS GÓMEZ HENAO en contra del CONSORCIO COLOMBIA MAYOR, ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Que según el artículo 2 del Decreto 387 de 2018 fue a partir del 26 de febrero de 2018


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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